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1.- VISTOS 

Desata la Sala el  recurso de apelación interpuesto por el penado RAFAEL ÁNGEL LARGO LÓPEZ contra el auto interlocutorio proferido el veintisiete  (27) de marzo de 2009 por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, en el que negó la solicitud de la rebaja punitiva consagrada en el otrora vigente artículo 70 de la Ley 975 de 2005. 
2.- PROVIDENCIA 

Frente a la petición formulada por el señor LARGO LÓPEZ, el juez que vigila la ejecución de la pena consideró que de conformidad con lo dispuesto por la H. Corte Constitucional en la Sentencia C-370 del dieciocho (18) de mayo de 2006, el artículo 70 de la ley 975 de 2005 fue declarado inexequible y expresamente se advirtió que los efectos de dicha sentencia eran generales e inmediatos, es decir, “que ya no procede su aplicación a casos no consolidados”; en otras palabras, se dejó claro que la vigencia del artículo mencionado, estuvo llamado a producir efectos jurídicos entre el veinticinco (25) de julio de 2005 -fecha en que empezó a regir dicha ley- y el dieciocho (18) de mayo de 2006 -fecha de la sentencia-
Consideró por tanto que en términos prácticos quien se considerara con derecho a la rebaja punitiva establecida en el precitado artículo 70 de la ley 975 de 2005, debía haberla pedido dentro del intervalo de tiempo en que estuvo vigente, dado que al haber sido sacado del ordenamiento jurídico ya no podía producir ningún efecto jurídico, ni siquiera aduciéndose favorabilidad. Como sustento de su posición relaciona la Sentencia T-355 de mayo de 2007, M.P Humberto Antonio Sierra Porto.
De acuerdo con lo anterior, decidió negar la rebaja de la décima parte de la pena que se consagraba en el artículo 70 de la ley 975 de 2005 que solicitó el sentenciado LARGO LÓPEZ.
3.-  RECURSO

En tiempo hábil, el señor LARGO LÓPEZ aportó memorial en el que apela la decisión y sustenta su recurso con los mismos argumentos utilizados en la petición inicial. Sostiene que es beneficiario de la rebaja del 10% de la pena, toda vez que: (i) fue condenado por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, el día once (11) de marzo de 2005, por los delitos de homicidio y porte ilegal de arma de fuego; (ii) su conducta en el Centro Penitenciario es calificada como ejemplar -anexa certificado-; (iii) bajo la gravedad del juramento se compromete: a no volver a delinquir, a respetar las leyes y la Constitución Nacional, a reconocer públicamente su arrepentimiento por los hechos realizados, a pedirle perdón a las víctimas y a no reincidir en ningún tipo de conducta delictiva; (iv) siempre estuvo presto para cualquier práctica de prueba, interrogatorio o audiencia en que se solicitara su presencia por parte de la autoridad respectiva; además de allegar a las mismas cualquier información que demandaran para el esclarecimiento de los hechos investigados dentro del proceso; y (v) nunca intentó fugarse o entorpecer la investigación.      
Así las cosas, considera que acorde con la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, cumple todos los requisitos exigidos para la aplicación favorable del artículo 70 de la ley 975 de 2005.

4.- Para resolver, SE CONSIDERA

Se tiene competencia para desatar el recurso de apelación interpuesto contra la decisión del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Pereira, por cuanto es esta Sala superior funcional del citado Juzgado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley 600 de 2000 -codificación aplicable al presente asunto-.

Respecto al tema objeto de controversia, debe advertir el Tribunal que ha sido compleja la trayectoria de la solicitada rebaja que se contempló en el artículo 70 de la ley 975 de 2005, a la cual pretende acceder el señor LARGO LÓPEZ, ello por cuanto se trata de una disposición bastante cuestionada tanto por su creación, como por su aplicación a casos concretos. 
Son innumerables los pronunciamientos emitidos y las posiciones adoptadas con respecto a su alcance e interpretación, al punto de existir criterios encontrados tanto entre la H. Corte Constitucional y la H. Corte Suprema de Justicia, como en los Tribunales del país.

En efecto, para la H. Corte Constitucional, hoy por hoy no es procedente conceder el descuento punitivo que se pide, habida consideración de haber sido retirado del ordenamiento jurídico el artículo 70 de la Ley 975 de 2005, de conformidad con lo decidido por ese órgano de cierre en la Sentencia C-370 del dieciocho (18) de mayo de 2006, cuando encontró que tanto ese artículo como el 71 eran inexequibles por vicios de procedimiento en su formación. 
Como lo advirtió el a quo, en la Sentencia T-355 de 2007 la H. Corte Constitucional realizó un examen de la postura asumida por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia en relación con los efectos temporales de la Sentencia C-370 de 2006
, y expresó: 
“(…) La Sala de Revisión no comparte la posición asumida por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia por cuanto ello conduciría a admitir que una disposición legal declarada inexequible por vicios de procedimiento en su formación, pudiese seguir desplegando efectos jurídicos, postura que sería contraría a lo consagrado en el artículo 243 constitucional. En efecto, el fenómeno de la inexequibilidad conduce a que la norma jurídica no pueda seguir produciendo efecto alguno en el mundo jurídico. De tal suerte que, en el caso concreto, el condenado que no hubiese solicitado el beneficio de que trata el artículo 70 de la Ley 975 de 2005, durante el tiempo en que la norma estuvo vigente, esto es, desde el 25 de julio de 2005 (fecha de entrada en vigor de la ley) hasta el 18 de mayo de 2006 (fecha en la cual fue declarado inexequible el artículo 70 de la Ley 975 de 2005), no puede en la actualidad solicitar la aplicación de una disposición que fue expulsada del ordenamiento jurídico colombiano. Razonar de manera distinta conduciría a sostener que, a pesar de lo decidido en sentencia C-370 de 2006, el artículo 70 de la Ley de Justicia y Paz sigue vigente (…)”

Por su parte, la Sala Penal de la H. Corte Suprema de Justicia, tal y como se advierte en la anterior providencia, optó por dar una aplicación favorable a la norma en cita y por ello sostuvo que a pesar de la inexequibilidad de la que fuera objeto el artículo 70 de la Ley 975 de 2005, es innegable que se trata de una norma que durante su período de vigencia hasta el dieciocho (18) de mayo de 2006, reportó una situación más favorable para los condenados cuya sentencia había quedado ejecutoriada al momento de entrar a regir -25 de julio de 2005-. Por esa razón se sostiene, que incluso aquellas personas que durante su vigencia no solicitaron el beneficio, todavía pueden acceder a él, precisamente en desarrollo del principio de ultraactividad de la Ley penal más favorable, lo cual permite al dispositivo seguir produciendo efectos jurídicos a pesar de haber desaparecido de nuestro ordenamiento jurídico. Sobre el particular se sostuvo textualmente:

“[…] El reconocimiento de esa garantía es actualmente posible –precisa la Sala- para aquellas personas condenadas antes de la vigencia de la ley 975 que no hayan reclamado dicha rebaja de pena, la cual se justifica en los efectos hacia el futuro de la sentencia de inexequibilidad del artículo.

No obstante la anterior situación, en el caso que nos convoca, sea cual fuere la posición a adoptar, la solicitud del penado debe declararse improcedente, toda vez que no cumple con la totalidad de los requisitos exigidos por la extinguida normatividad, para acceder a la rebaja de pena que solicita. Obsérvese: 
Muy a pesar haber sido condenado con anterioridad a la expedición de la ley, ser juzgado por los delitos de homicidio y porte ilegal de armas y observar buena conducta en el establecimiento carcelario en el que se encuentra, contrario a lo manifestado en su escrito petitorio y ulterior sustentación, su colaboración con la justicia no fue efectiva en tanto no hubo delaciones o se adoptó una postura procesal que señalara la intención de ayuda hacia las autoridades judiciales que intervinieron en la investigación. Su proceder sencillamente se limitó a adoptar una actitud pasiva frente a la intervención judicial, ello sin que esa colaboración pueda necesariamente entenderse como acogimiento a la sentencia anticipada o haber confesado, puntos sobre los cuales, vale la pena recordar, ya la jurisprudencia especializada se había pronunciado algunos meses después de la publicación de la Ley de Justicia y Paz, en los siguientes términos:

“5. Por “cooperación con la justicia”, como presupuesto para acceder a la rebaja, debe entenderse la colaboración, la ayuda, la contribución, el apoyo, la asistencia que el procesado haya prestado a los fiscales y jueces a cargo de la investigación adelantada en su contra, aunque no se descarta la posibilidad de que se pueda conceder el mismo alcance a otra que, debidamente probada, haya brindado en asuntos diversos.

La cooperación exigida no puede significar que, en contra del derecho fundamental previsto en el artículo 33 de la Constitución Política de Colombia, se imponga el deber de confesar, porque la garantía de la no autoincriminación es fundamental, circunstancia dentro de la cual no puede cargarse en contra de quien es sindicado de la comisión de una conducta punible que no admita su responsabilidad.” 
 
De igual modo, el Decreto 4760 de diciembre 30 de 2005, por medio del cual se reglamentó parcialmente la susodicha ley, en su artículo 27 hizo referencia concreta a la rebaja de penas contemplada en el artículo 70 de la ley reglamentada, y en cuanto al tema que ahora nos ocupa en su numeral 4º señaló la improcedencia de exigir que los condenados se hubieran desprovisto previamente del derecho a que se les presumiera inocentes hasta que judicialmente se les demostrara lo contrario. Se dijo:
“4. Por cooperación con la justicia, como presupuesto para acceder a la rebaja, debe entenderse la colaboración, ayuda, contribución, apoyo o asistencia que el procesado haya prestado a los fiscales y jueces a cargo de la investigación adelantada en su contra, y cualquier otra que, debidamente probada, haya brindado en asuntos diversos.
En todo caso, la cooperación no implica que el beneficiario se haya acogido previamente a sentencia anticipada o a los beneficios por colaboración con la justicia.”

Con esa salvedad hecha, queda claro en el expediente que lamentablemente no es posible afirmar que el señor LARGO LÓPEZ en realidad haya prestado una ayuda eficaz y efectiva a la judicatura, como requisito sine qua non para poder acceder al beneficio deprecado.
Y téngase presente que para la procedencia del pluricitado beneficio punitivo, era necesario que todas las condiciones legales se cumplieran, es decir, que la falta de una sola de ellas, resulta suficiente para negarlo. En el presente caso, esa tarifa negativa ya se debe tener por descontada; no obstante, si de igual forma se revisa el otro aspecto que exige la norma, esto es, lo concerniente con la reparación de las víctimas, frente al cual el interno sostiene que no puede ser obligado a indemnizar ante la evidente carencia de recursos para hacerlo, se advierte que, si bien es cierto nadie está obligado a lo imposible, no lo es menos que la incapacidad económica esgrimida para sustraerse del pago de los perjuicios tasados en la suma de $71.600.000, debe ser creíble con los datos que reporta la actuación; pero más sustancialmente, porque si en verdad esa fuera la situación del recluso, bien podía acudir a mecanismos alternativos de reparación, por ejemplo, la simbólica, dentro de las muchas opciones que al respecto se ofrecen en la Ley 975 de 2005.
Significa lo anterior, que la simple enunciación de esos buenos propósitos no es suficiente, se hace indispensable un despliegue real de conductas que indiquen la verdadera intención de indemnizar, con la indicación de los destinatarios de la misma; de lo contrario, la aludida indemnización sería un simple adorno procesal, carente de efectividad. Precisamente por ello, en el numeral 5º del ya citado artículo 27 del Decreto 4760 de 2005 se consagraron estas formas alternativas de dar cumplimiento a la referida exigencia, por cuanto quedó establecido que: 
“5. La realización de actos de reparación de las víctimas, siempre y cuando hayan sido individualizadas en el respectivo proceso. No se podrá negar la rebaja al interno que carezca de capacidad económica. En tal caso, la reparación de las víctimas se realizará con medidas simbólicas de satisfacción tendientes a restablecer la dignidad de la víctima, difundir la verdad sobre lo sucedido o con garantías de no repetición”
No puede olvidarse que en el ordenamiento jurídico internacional, la atención de las víctimas ha cobrado capital importancia, al punto que si en otras épocas apenas eran mencionadas en el proceso penal, en la actualidad se les ha asignado un papel preponderante, como actores principales que comparecen en busca de verdad, justicia y reparación. Este es por tanto otro aspecto se echa de menos y es imperativo concluir que este requisito tampoco se cumplió.

En conclusión, encuentra la Sala improcedente otorgar el descuento punitivo solicitado para el caso concreto, no sólo en cuanto la norma que sustenta la petición -artículo 70 de la Ley 975 de 2005- fue declarada inexequible, sino porque se observa el no cumplimiento de la totalidad de requisitos de ineludible observancia.
En esos términos se avalará la decisión adoptada en la instancia.   
5.- DECISIÓN  

En mérito de lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, objeto de alzada. 

CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

LEONEL ROGELES MORENO
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ

� Sentencia mediante la cual se declaró entre otros, la inexequibilidad del artículo 70 de la ley 975 de 2005 


� Sentencia de 2ª instancia del 10-08-2006, Radicado 25705, M.P. Dr. Alfredo Gómez Quintero.


� Cfr. C.S.J., Sala de Casación Penal, auto de 2ª instancia del 18-10-2005, M.P. Dra. Marina Pulido de Barón.
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